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LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE LA REPÚBLICA DE COSTA RICA 

DECRETA: 

REFORMA DEL ARTÍCULO 9 DE LA LEY SOBRE REGISTRO, 

SECUESTRO Y EXAMEN DE DOCUMENTOS PRIVADOS E 

INTERVENCIÓN DE LAS COMUNICACIONES, LEY N. ° 7425, DE 9 

DE AGOSTO DE 1994, Y SUS REFORMAS.  REFORZAMIENTO DE 

LAS HERRAMIENTAS EN LA LUCHA CONTRA LA CORRUPCIÓN 

FABRICACIÓN, PRODUCCIÓN O REPRODUCCIÓN DE 

PORNOGRAFÍA; TRATA DE PERSONAS, TRÁFICO ILÍCITO DE 

PERSONAS 

 

ARTÍCULO ÚNICO- Se reforma el artículo 9 de la Ley sobre Registro, 

Secuestro y Examen de Documentos Privados e Intervención de las 

Comunicaciones, Ley N.° 7425, de 9 de agosto de 1994, y sus 

reformas, que se leerá de la siguiente manera: 

 

Artículo 9-  Autorización de intervenciones 

 

Dentro de los procedimientos de una investigación policial o 

jurisdiccional, los tribunales de justicia podrán autorizar la intervención 

de comunicaciones orales, escritas o de otro tipo, incluso las 

telecomunicaciones fijas, móviles, inalámbricas y digitales, cuando 

involucre el esclarecimiento de los siguientes delitos: delitos tipificados 

en la Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función 

Pública y los delitos contra los deberes de la función pública, 

tipificados en las secciones II, III y V  del título XV del Código Penal; 

secuestro extorsivo, proxenetismo agravado, corrupción agravada; 

fabricación, producción o reproducción de pornografía, tenencia de 

material pornográfico, difusión de pornografía; trata de personas, 

tráfico de personas menores de edad, tráfico de menores para 

adopción, tráfico ilícito de personas; homicidio calificado; genocidio, 

terrorismo y los delitos previstos en la Ley sobre Estupefacientes, 

Sustancias Psicotrópicas, Drogas de Uso no Autorizado, Legitimación 

de Capitales y Actividades Conexas, N.º 8204, de 26 de diciembre del 

2001, y sus reformas. 



 

En los mismos casos, dichos tribunales podrán autorizar la 

intervención de las comunicaciones entre los presentes, excepto lo 

dispuesto en el segundo párrafo del artículo 26 de la presente Ley; 

cuando se produzcan dentro de domicilios y recintos privados, la 

intervención solo podrá autorizarse si existen indicios suficientes de 

que se lleva a cabo una actividad delictiva.”  

 

Rige a partir de su publicación. 

 

 


